Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 11 minutos) 


En nombre de la Comisión de Constitución y Legislación, recibimos con mucho gusto a 
representantes de obreros y familiares de la ex Textil Ferrés que han solicitado audiencia y nos 
informarán sobre el tema. 


SEÑOR PRESSA.- Agradecemos a los señores Senadores por habernos concedido esta entrevista. 
Este tema tiene unos cuantos años. Nosotros sabemos que a nivel parlamentario se están tratando 
muchos asuntos cuya consideración es urgente, pero el tema que nos convoca —no vamos a hacer 
historia porque todo está registrado en el material que hemos enviado y que la mayoría de los 
Senadores conoce-— para nosotros es importante. Todos quienes hoy estamos presentes —los señores 
Senadores y nosotros— contribuimos al retorno de la democracia. Justamente, lo que estamos 
planteando es la reparación de los derechos de quienes fueron afectados por la dictadura. Existe un 
documento fundamental en donde están explicitadas las leyes que hasta hoy han intentado, en la 
medida de lo posible, reparar esta situación. Todos sabemos que durante ese período hubo asesinatos 
y torturas, y reparaciones en distintos grados, pero en lo que a nosotros respecta, el tiempo pasa y no 
se ha solucionado nuestro problema. Es más, a nivel gremial, se puede decir que no hemos sido 
reparados. 


Dejamos la constancia de que hemos concurrido a todas las Comisiones parlamentarias y 
todavía no tuvimos ninguna respuesta. En octubre de 2009 enviamos una documentación a esta 
Comisión. Antes de que se aprobara la Ley N* 13.596 nos dieron aproximadamente 15 minutos para 
explicar verbalmente nuestro problema y presentar un agregado escrito, donde explicamos lo que 
podría suceder. Dicho y hecho: esa ley no terminó de reparar todas las situaciones. 


Agradecemos el compromiso de los señores Senadores, que nos representan porque 
nosotros los votamos. No se trata de exigencias, sino de marcar, simplemente, dónde creemos que 
debe existir mayor justicia en cuanto al tema reparatorio. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Adhiero a lo expresado por mi compañero respecto al agradecimiento por 
habernos recibido en el día de hoy. 


Comienzo por mencionar una de las primeras leyes en ser homologadas y que tuvo como 
destino a los funcionarios públicos. Entendemos que a la salida de la dictadura fueron más visibles sus 
efectos sobre las personas que trabajaban en los Entes del Estado, además de que era más fácil 
repararlas. 


Las sucesivas leyes que se fueron aprobando en el transcurso del tiempo y que ampliaron el 
espectro de la gente que en su momento había sido documentadamente afectada por la dictadura, no 
otorgaron una reparación del mismo tenor al de las primeras leyes homologadas. Se llegó así a la Ley 

N?* 18.033, en uno de cuyos incisos se intentó que se nos reparara y se nos hizo optar entre una 
jubilación y cualquier otra clase de erogación que recibiéramos a través del BPS. En este sentido, el 
artículo 8% hablaba de la incompatibilidad con el goce de cualquier otra jubilación, lo que para nosotros 
significó también un tropiezo ya que hubo compañeros a quienes, por percibir un pequeño monto en su 
jubilación, no se les reconoció su condición de víctimas de la dictadura. 


Más adelante, el artículo 14 de la Ley N* 18.596, referente a la actuación ilegítima del Estado 
entre 1968 y 1985, otorgó a los jubilados una Base de Prestaciones y Contribuciones en forma 
adicional. Esto creó una nueva diferencia ya que nuestras compañeras viudas —varias de ellas están 
aquí presentes— no tuvieron acceso a ese beneficio por ser pensionistas. Lamentablemente, los 
esposos murieron antes; si eso hubiera ocurrido ahora, sus viudas habrían tenido derecho a ese 
beneficio ya que su carácter de jubilados posibilitaría que sus esposas cobraran esta pensión. 
Creemos que esto es injusto. 


Dado que la Ley N* 18.596 aún no ha sido reglamentada, solicitamos que los señores 
Senadores, en la medida de sus posibilidades, solucionen esta injusticia. El único artículo que está 
reglamentado es el 10, que refiere a la salud pública. Si se me permite la sugerencia, creo que 
podríamos incorporar un agregado, por ejemplo, donde dice “Los jubilados amparados en lo dispuesto 
por el artículo 7* de la Ley N* 18.033”, debería decir “Los jubilados y sus causahabientes amparados”, 
etcétera, porque de esa manera nuestras compañeras también se verían comprendidas en esta 
disposición. 


En definitiva, hay dos temas que nos interesan: uno puntual que ya fue resuelto y se ha 
legislado al respecto, y otro, el primario, que tiene que ver con la incompatibilidad que establece el 
artículo 8” de la Ley N* 18.033. Sería de nuestro agrado que esta disposición quedara sin efecto o que 
sus consecuencias se vieran atenuadas —estoy hablando de nuestro grupo— y que se considerara, a 
criterio de los señores Senadores, una cifra de carácter reparatorio, ya que para que nos jubiláramos 
se manejó, como condición sine qua non, el contar con 69 años de edad y diez años de servicio 
reconocidos, requisito que cumple la inmensa mayoría de nosotros. 


Entonces, queremos establecer claramente la diferencia existente entre la primera ley 
aprobada en el período democrático y la norma que finalmente nos amparó. A pesar de que aquellos 
empleados públicos amparados por la Ley N* 15.783 y nosotros vivimos circunstancias similares, sin 
embargo, el monto de las prestaciones reparatorias es bastante diferente. Quisiéramos acercarnos un 
poco al efecto que produjeron las primeras leyes que ampararon a la gente afectada por la dictadura. 


Básicamente, eso era todo lo que quería manifestar, aunque no sé si he sido claro en mi 
exposición, que he dividido en los dos aspectos mencionados: el artículo 14 de la Ley N* 18.596 —que 
deja a nuestras viudas sin ninguna posibilidad de percibir, en carácter de pensión, esa Base de 
Prestaciones y Contribuciones- y el deseo de que también se vea mejorado nuestra situación 
jubilatoria. 


SEÑOR PRESSA.- Se trata de una larga historia, lo que estamos manifestando ya lo dijimos 
anteriormente y consta en la versión taquigráfica correspondiente. ¡Qué contradicción! Quiero recalcar 
que en el transcurso de este año ya hemos perdido a tres compañeros y no sé si aquí se está dando 
un desgaste, pero esto se termina cuando nos vayamos todos; estamos hablando de situaciones 
sanguíneas. 


El tema es que la nuestra lucha arrancó hace varios años. La Ley N* 18.596 habla poco 
de reparación, por lo que se estaría reconociendo que teníamos razón en cuanto a lo que dijimos y 
estamos repitiendo ahora. Es embromado hablar de la discriminación que tuvo lugar cuando empezó 
todo el tema de los presos, exiliados y obreros. Nosotros atravesamos por todas esas circunstancias: 
nos aguantamos la huelga general, enfrentamos la dictadura, nos echaron, fuimos presos y nos 
tuvimos que ir del país y, sin embargo, nosotros recibimos cuatro Bases de Prestaciones y 
Contribuciones mientras que otros recibieron ocho o dieciséis. 


Esto lo hemos dicho en todos lados y no sólo aquí; se ve que hay malos compañeros y que 
cada uno piensa en su chacrita. Repito que en todo esto existe una gran contradicción. En la Ley N* 
18.596 se incluye una clausulita por la cual —y esto lo puede corroborar el Banco de Previsión Social- a 
algunos compañeros se les otorga una prestación básica de poco más de $ 2.000, pero creo que 
estamos hablando solamente de 50 compañeros y, en particular, en nuestro grupo —integrado por 43 
personas— lo recibimos unos diez. Esto es una miseria. Si existe reparación es incompatible con 
cualquier otro tipo de prestación. La segunda ley habla de reparación y si es así, tenemos razón. 


Cabe señalar que estuvimos en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en el Ministerio 
de Educación y Cultura, en el Banco de Previsión Social y en todas las Comisiones. Los señores 
Senadores tienen la última palabra porque al legislar pueden aclarar la situación. Hasta el momento 
nadie dijo a las compañeras —la mayoría de las presentes— que tienen razón; en todo caso “marche 
preso” porque no se les va a dar los $ 2.000. Hay muchas cosas para hablar, pero si ven la 
documentación se darán cuenta de que estamos repitiendo lo mismo desde hace años. Esta es una 
gran injusticia cometida a nivel gremial. En el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social podrán ver qué 
obreros fueron despedidos por el Decreto-Ley del 4 de julio. De 164 personas, a 100 se les pagó la 
jubilación o parte; con la última Ley N* 18.596, de un total de 100 personas ni siquiera 50 llegaron a 


recibir $ 2.000. Pero quedamos relegados. Con esto termino y dejo en sus manos la resolución que 
permita dar una respuesta a esto. 


SEÑOR DE LOS SANTOS..- En primer lugar quiero agradecerles que nos hayan recibido. 


A nuestro modo de ver, los compañeros fueron muy explícitos y claros en sus exposiciones. 
Queda en sus manos una resolución; seguimos manteniendo la esperanza de que se legisle. 


Hay algo que dije en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y voy a repetir acá. En la 
vida —esto pasa a todo nivel- agrandamos la torta y después repartimos. Hasta el momento el Banco 
de Previsión Social, la Dirección General Impositiva y el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social están 
abocados a que todo lo que está en negro sea legalizado, pero como tenemos una jubilación estamos 
limitados. Yo me siento completamente discriminado e ilegal; además, es imposible vivir con lo que 
cobramos. Cuando nos presentamos a un trabajo y ven que estamos jubilados se nos complica. 
Entonces, lo hablamos y terminamos trabajando en negro; seguimos siendo ilegales. 


Por otro lado, me molesta mucho que a pesar de lo que expresaron los compañeros no haya 
habido una reparación respecto de las viudas. Hay mucha historia detrás de nosotros. No queremos 
ser víctimas ni victimizarnos, pero esta es una realidad concreta. 


SEÑOR LORIER.- Es un gusto recibirlos, más allá de que siento una gran preocupación por la 
problemática señalada. 


Cuando estuvieron presentes en la Comisión de Seguridad Social de la Cámara de 
Representantes, creo que allí se asumió una especie de compromiso —que es de interés conocer— de 
comunicarse con las autoridades del Banco de Previsión Social y con el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social a los efectos de trasladarles la situación planteada. Si no me equivoco esto fue en el 
mes de julio de este año. Me gustaría saber si ya han recibido una respuesta. La idea es trabajar 
coordinadamente, sin que sea una u otra Comisión la que se interiorice o traslade el problema. 


SEÑOR PRESSA.- Previamente hablamos con el Director Nacional de Trabajo, el señor Baz, quien 
entendió que había una discriminación en cuanto a la prestación básica que se agregaba como 
reparación. 


Según nos informó el señor Presidente de la Comisión de la Cámara de Representantes, la 
respuesta no fue ni que sí ni que no; quiere decir que todo quedó en ascuas. Mañana asistirán 
nuevamente algunas autoridades a ese ámbito. 


También puedo decir que estuvimos con el señor Representante López Villalba, así como con 
el señor Presidente de la Comisión de Seguridad Social, señor Representante Vivián y la señora 
Representante Mallo, quienes mañana recibirán a los jerarcas del Banco de Previsión Social y a 
quienes nuevamente se les va a plantear este tema. Esta es la respuesta que hemos tenido. En 
principio, hubo una respuesta vaga y esperamos tener mañana algo más concreto. 


Para nosotros, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social se lava las manos y dice que este 
tema no le compete. A su vez, estuvimos con la doctora Trindade, Secretaria del Ministerio de 
Educación y Cultura quien dijo que la Ley N* 18.596 y esta situación en particular no le competirían a 
esa Cartera. Lo más grave —estamos aquí buscando todas las voluntades posibles— es que si cuando 
se aprobó la Ley N* 18.596, hubiéramos reclamado como lo venimos planteando desde el 2009, 
perdíamos todo derecho a hacer un trámite legal por lo que fuera. Dijimos que no porque consideramos 
que era discriminatorio, pero esa negativa no significó seguir conversando. 


Como dije, el Ministerio de Educación y Cultura nos dijo que no tenía nada que ver y lo 
mismo el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Así fuimos desde ese Ministerio al Banco de 
Previsión Social y hablamos con su Vicepresidenta, la señora Rosario Oiz. Lo primero que nos dijo 
cuando se integró a la Institución, es que ese no era un tema de ellos sino que se lo había enviado el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Fuimos nuevamente y allí se nos dijo que era discriminatorio. 
Como ya el Ministerio de Educación y Cultura nos había dicho que no tenía nada que ver, decidimos 


acudir al Senado. Como dije: no obtuvimos una respuesta y venimos acá. Veremos qué contestan 
mañana cuando las autoridades acudan a la Cámara de Representantes. Repito que es lo más fresco 
que tenemos. No nos dormimos en nada en cuanto a los planteos. 


Quiero dejar sentado algo que es muy importante y por eso me extiendo. Se nos fueron tres 
compañeros que no llegaron a cumplir sesenta años. Estamos hablando de una discriminación con 
respecto a la reparación. En pocas palabras, ¿qué estamos pidiendo? Estamos pidiendo más para 
nuestro grupo compuesto por algo más de 60 personas. Incluso, calculamos algunas cifras que están 
en un documento. Para un total de 43 compañeros —otros están esperando para jubilarse, si es que 
llegan a los 60 años—, ¿saben cuánto nos dieron? Entre $ 100.000 y $ 126.000 mensuales. 


Cuando salió la ley en el año 2006 —no interesan los nombres de quienes integraban la 
Comisión, pero el señor Senador Gallinal que hoy preside, la integraba—, nos preguntaron cuántos 
éramos y al responder que solo 64 personas, nos dijeron que no había problema porque pensaron que 
éramos como 3.000. Hay plata que se fue. Buscamos el bolsillo como lo buscan todos, pero también 
que se respeten nuestros derechos. Como lo dijimos al inicio, si hoy estamos sentados acá de un lado 
y del otro, es porque una lucha tuvimos y porque sufrimos y padecimos todos. Entonces, estamos 
reclamando derechos igualitarios para todos. Hay grupos que fueron mejor atendidos o reparados. 
Nosotros quedamos en el fondo del tacho, mientras hay compañeros que se nos van. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- No sé si el Legislador quiso hacer esa acotación cuando redactó el artículo 14 
de la Ley N* 18.596, pero entendemos que los Organismos —Banco de Previsión Social, Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social y Ministerio de Educación y Cultura— no están haciendo otra cosa que 
recoger la Ley y aplicarla tal cual. Nosotros recurrimos a este ámbito que, justamente, tiene que ver 
con la Constitución y la Legislación porque entendemos que ustedes son los que tienen la facultad de 
hacer variar esa circunstancia, de forma de hacer posible que nuestras viudas también tengan acceso, 
en forma de pensión, a esa Base de Prestaciones y Contribuciones extra que nos brinda la Ley N* 
18.596. Si se modificara el texto del artículo 14 de la referida Ley ellas podrían tener acceso. Por más 
que exista buena voluntad y se diga que esto es discriminatorio —como lo dijo Baz- la Ley debe 
aplicarse según lo que establece su texto y no según como se la interprete. La facultad de interpretar 
la ley la tienen precisamente ustedes; los Legisladores son los que pueden hacer posible que nuestras 
compañeras tengan acceso, en forma de pensión, a esa Base de Prestaciones y Contribuciones extra. 


SEÑOR PRESSA.- Sabemos que el Senador Lorier y casi todos los señores Senadores conocen esta 
situación. Nosotros nos hemos preocupado por este tema; es más, en el día de ayer hablamos con la 
Secretaría de la Presidencia, es decir, no dejamos puertas sin golpear y, además, no nos aislamos de 
otros compañeros. Cuando el señor Breccia integró la Comisión bicameral como asesor para la 
redacción de la Ley N* 18.033, nos dijo que nosotros no estábamos incluidos en ella. A último momento 
fuimos incluidos en el literal C), donde se hacía referencia a quienes fueron destituidos por el decreto 
del 4 de julio. En ese momento pedíamos que se estudiara toda esa situación, pero nadie nos daba 
respuesta. Ahora intentamos hablar con Breccia; en definitiva, dejamos la documentación en portería, 
ya que debido a sus ocupaciones no pudimos concretar una entrevista. O sea que, en realidad, no 
hemos recibido respuesta de ninguna parte. Lo más concreto fue venir hoy, aquí, y ver qué nos dice en 
el día de mañana el BPS. 


SEÑOR PASQUET.- Aclaro que, en lo personal, me encuentro entre los que no conocen este caso; en 
realidad, ni siquiera sabía que venían hoy hasta que llegué a la sesión; por tanto, me estoy enterando 
por ustedes de la situación que plantean. 


Quisiera formularles una pregunta y desde ya pido disculpas si se las han hecho muchísimas 
veces. Me gustaría saber si han reclamado judicialmente la reparación por los perjuicios que han 
sufrido. Desde 1985 ha habido una cantidad de gente trabajando en distintos ámbitos, con diferentes 
historias, que ha reclamado ante los Tribunales y ha obtenido indemnizaciones; de hecho, algunos las 
han obtenido, otros no y algunas han sido mayores que otras. Se ha dado toda una gama de 
situaciones diversas; en definitiva, se han hecho este tipo de reclamos. 


En síntesis, quisiera saber si han reclamado judicialmente por lo que plantean. 


SEÑOR PRESSA.- Aún no, pero estamos en vías de hacerlo. No lo hicimos porque, así como creemos 
en la democracia y en el voto, también creemos en los mecanismos legales y no queríamos forzar las 
cosas. Si el Ministerio de Educación y Cultura —que no se expide al respecto— al menos nos dijera que 
no tenemos derecho, seguiríamos los pasos jurídicos, pero como eso no sucede, nos encontramos en 
esta situación. Por supuesto que sabemos que podemos seguir los pasos legales teniendo en cuenta lo 
que comenté acerca del formulario, esto es, que se nos quiere cortar por todos lados. Consideramos 
que los Legisladores tienen la voluntad política de mejorar esto, pero no descartamos la vía legal. Lo 
cierto es que el tiempo se nos va y seguimos perdiendo compañeros. Ahora viene un receso 
parlamentario y no sabemos si, de aquí a marzo, estaremos para iniciar una nueva etapa. Esas son las 
razones por las cuales, por ahora, estamos esperando una respuesta. 


SEÑORA MOREIRA.- Si entendí bien, están planteando la modificación del artículo 8% de la Ley N* 
18.033. 


El inciso primero de este artículo establece: “Las personas amparadas por la presente ley que, 
sin configurar causal de jubilación, cuenten con sesenta años de edad y un mínimo de diez años de 
servicios (artículo 77 de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, o la normativa que corresponda 
según el ámbito de afiliación), tendrán derecho a una jubilación especial equivalente, al momento de 
inicio del servicio, a cuatro Bases de Prestaciones y Contribuciones mensuales”. El inciso segundo 
dice: “La jubilación prevista en el inciso anterior es incompatible con el goce de cualquier otra 
jubilación, retiro o subsidio transitorio por incapacidad parcial”. El inciso tercero señala: “Para los casos 
comprendidos en el inciso final del artículo 10 de la presente ley, la no configuración de la causal 
jubilatoria descripta en el inciso primero del presente artículo está referida a la actividad simultánea no 
reparada. A esos efectos el beneficiario tendrá derecho a optar, por la incompatibilidad de la misma, 
entre la jubilación especial y cualquier otra jubilación, retiro o subsidio transitorio por incapacidad 
parcial”. 


Me gustaría saber si lo único que quieren cambiar de este artículo es el inciso segundo que 
refiere a la incompatibilidad. 


SEÑOR PRESSA.- Sí, señora Senadora. 


Quiero señalar que, de 43 anotados, 14 compañeros salieron con jubilación total; por 
ejemplo, yo tenía años aportados y como no cobraba ninguna jubilación me dieron las cuatro Bases de 
Prestaciones y Contribuciones básicas y me agregaron una más por la Ley N* 18.596. Por su parte, a 
seis compañeras que percibían una jubilación de $ 3.000 o $ 4.000, les dieron la diferencia con las 
cuatro Bases de Prestaciones y Contribuciones básicas. Después tenemos el caso de siete 
compañeras viudas, que es de lo más inverosímil. Al sufrimiento por la muerte del compañero hay que 
agregarle que recibían una jubilación de $ 2.000 por amas de casa y una pensión por fallecimiento; a 
ellas les tocaron $ 200 o $ 300, que es un 66% de las cuatro Bases de Prestaciones y Contribuciones 
básicas. A su vez, teníamos nueve personas menores de 60 años que no fueron reparadas; cuatro de 
ellas ya fallecieron y los otros cinco compañeros pasaron el tope jubilatorio, que es otro caso 
inverosímil. Las prestaciones se otorgaban si el ingreso no superaba los $ 5.000 y en el año 2006 
esos compañeros ganaban $ 6.200 o $ 6.300, pero actualmente ganan menos que nosotros; tres de 
ellos aún no han sido reparados. Para ser justos, debo decir que estas personas esperaban una 
jubilación por otra actividad. 


Resumiendo, consideramos que la incompatibilidad no tiene nada que ver con esto; si se 
trata de una reparación, debe otorgarse a todos los compañeros. Lo cierto es que no podemos seguir 
esperando, más que nada por cómo se fueron dando los mecanismos: fueron regateando y regateando 
a las viudas, lo que generó una situación irrisoria. Pero no nos van a poder regatear más porque nos 
estamos yendo de la vida. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Creo que habría que tener en cuenta que toda legislación en esta materia es 
finita. Por ejemplo, en el año 2030 ninguna de las leyes que puedan ser aprobadas hoy van a tener 
sentido porque no va a haber gente sobre quien aplicarlas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Desde ya les adelanto que vamos a estar atentos a lo que suceda en el día de 
mañana y mantendremos contactos con la Comisión correspondiente de la Cámara de 


Representantes. Inclusive, estamos dispuestos a consultar al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
y a la Comisión de Asuntos Laborales del Senado, que es la que antes entendía en este tema. En 
función de eso, vamos a estar en condiciones de darles una respuesta. 


Solo nos resta agradecerles la visita y decirles que su aporte ha sido muy ilustrativo, en 
algunos casos para refrescarnos la memoria y en otros para adentrarnos más en el asunto. Creo que 
es una manera de lograr salidas más concretas. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Ese es nuestro mayor deseo. 


Muchas gracias por habernos recibido. 


(Se retiran de Sala los representantes de obreros y familiares de la ex Textil Ferrés.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


“Nota del Colegio de Contadores, Economistas y Administradores del Uruguay (CCEAU), de 
fecha 25 de noviembre de 2011, por la que solicita audiencia. 


Nota de la Asociación de Despachantes de Aduana del Uruguay, de fecha 2 de diciembre, 
por la que invita a los integrantes de esta Asesora a la disertación que brindará el Director General de 
Aduanas de España, Dr. Antonio de la Ossa, el próximo jueves 8 de diciembre, a las 16:00 horas. 


La División Estudios Legislativos de la Cámara de Senadores eleva ampliación del informe 
de fecha 29 de noviembre de 2011, en respuesta a la nota N* 79/11, a los efectos de dar respuesta a la 
solicitud de la Dirección de Derechos Humanos y Derecho Humanitario del Ministerio de Relaciones 
Exteriores.” 


La Comisión dispone de ese informe y ya fue repartido. La División de Estudios Legislativos 
ha profundizado un poco más en lo que ha sido el tratamiento que se le ha dado al proyecto de ley que 
reforma el Código del Proceso Penal en la Comisión de Constitución y Legislación. Si no me equivoco, 
la respuesta está acompañada del distribuido y estaríamos en condiciones de enviarle al Ministerio de 
Relaciones Exteriores la respuesta sobre la observación de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos acerca de los procesos penales en el Uruguay. Si están de acuerdo, podemos contestar 
porque estamos dentro de los plazos. 


Queda aprobada la respuesta por unanimidad, salvo que alguien plantee una discrepancia. 


SEÑOR MICHELINI.- Con respecto al tema anterior, creo que convendría enviar la versión taquigráfica 
al Banco de Previsión Social para saber qué información nos puede aportar sobre la temática 
correspondiente. Me parece que teniendo la información a la brevedad, podríamos hacer una 
evaluación y encontrar una solución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces enviaríamos la versión taquigráfica al Directorio del Banco de 
Previsión Social a esos efectos. 


SEÑORA MOREIRA.- Tengo entendido que el Banco de Previsión Social respondió que ellos no están 
comprendidos dentro de la ley vigente, ¿podríamos efectuar la consulta a otro organismo que no fuera 


ese? 


SEÑOR MICHELINI.- Mi pretensión es que el Banco de Previsión Social aporte la información —por 
ejemplo, cuántas viudas hay en una condición y cuántas en otra— y por eso propongo que le enviemos 
la versión taquigráfica, para no tener que detallar los diferentes casos. Después de tener toda la 
información será más fácil hablar con los Ministerios correspondientes. 


Creo que cuando se votó la ley, en el acierto o en el error, nadie quiso que hubiera viudas 
que cobraran un dinero y otras que no. Incluso, a los efectos económicos, si nadie moría no había 
desembolso. A mi entender, esta Comisión debería contar primero con la información para luego ver 
cómo presentar el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que ese es un tema legal y lo que ellos pretenden es que se 
levante la incompatibilidad del cobro entre una jubilación y una pensión. ¿Por qué las no viudas no 
están comprendidas? Porque el esposo cobraba la retribución correspondiente y al morir este, si 
estaba jubilada, eso devenía en una incompatibilidad. Ese es el problema de las viudas. 


SEÑOR MICHELINI.- El artículo 14 habla de los jubilados y no de los amparados. Quien se murió 
antes de que se aprobara ese artículo le dejó a la viuda el 66% de las cuatro prestaciones. Después los 
jubilados obtuvieron una prestación más y a ellos hace referencia el artículo 14. Si una persona fallece 
hoy le deja a su viuda, a la causahabiente, el 66% de cinco prestaciones. Entonces, hay una situación 
allí. Y también está el tema de las incompatibilidades. Pero en definitiva, como esto necesita iniciativa 
legal del Gobierno, me parece que podemos hablar con más propiedad si tenemos la información 
correspondiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuál es la propuesta concreta? 


SEÑOR MICHELINI.- Que se envíe la versión taquigráfica al Banco de Previsión Social para que nos 
informe, con números, sobre las situaciones que existen en los casos descritos por nuestros visitantes. 


SEÑORA MOREIRA.- El tratamiento en la Cámara de Representantes está en la Comisión de 
Seguridad Social. Quizás podamos conversar con nuestros compañeros de la Comisión del Senado y 
preguntarles si ellos, a su vez, recibieron a esta delegación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este es un tema de la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social. La 
Secretaria me dijo que todas las semanas recibía la llamada del señor Pressa pidiendo ser recibidos 
por nosotros porque esta es la Comisión de Constitución y Legislación y entonces podíamos legislar 
para resolver el problema. 


SEÑORA MOREIRA.- ¿Esta delegación fue recibida por la Comisión de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social del Senado? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto. El tema es que, para no desairarlos, le dije a la Secretaria que, 
como no teníamos una agenda cargada para el día de hoy, podíamos concederles quince minutos al 
inicio de la sesión. Pero esto no quita que procedamos como propuso el señor Senador Michelini y si 
podemos aportar soluciones, lo haremos. También se puede consultar a la Comisión correspondiente 
de la Cámara de Representantes; si los señores Senadores están de acuerdo, puedo encargarme 
personalmente del tema. Y veremos en una próxima sesión si tenemos más información. 


Se pasa a considerar el primer punto del Orden del Día: “Código del Proceso Penal”. 


La idea que estamos manejando es ver si podemos dejar algo encaminado de cara al próximo 
período de la Legislatura, porque me da la impresión de que no va a ser fácil aprobarlo en este. 


La Comisión había resuelto invitar a la Suprema Corte de Justicia por este tema. Nosotros le fijamos 
fecha en dos ocasiones y en ambas oportunidades tuvimos que cancelar las audiencias, una vez por el 
tema de Patentes y en la otra ocasión no recuerdo por qué motivo. En consecuencia, la reunión no se 


pudo llevar adelante. De manera que pregunto especialmente a los integrantes de la bancada oficialista 
si advierten que hay algún tema de cierto peso que esté por entrar a la agenda del próximo martes. La 
Suprema Corte de Justicia ya está informada del alcance de las preguntas que le queremos realizar. 
Concretamente, la idea es consultarlos sobre si están de acuerdo con el contenido del Código del 
Proceso Penal, es decir, con el aspecto normativo, y, en segundo lugar, sobre su futura 
implementación. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, en virtud de que la Comisión no tiene temas 
urgentes a considerar, podríamos comenzar la próxima reunión recibiendo a los representantes de la 
Suprema Corte de Justicia para que nos den su opinión sobre estos dos temas. Sin duda que ello va a 
servir cuando iniciemos el trabajo del próximo año y abordemos el proyecto de ley de reforma del 
Código del Proceso Penal. 


(Apoyados) 


En ese caso, el próximo martes recibiríiamos a los representantes de la Suprema Corte de 
Justicia. 


El segundo punto del Orden del Día es la Carpeta N* 571/2011, relativa a la Legítima 
Defensa. Estamos a la espera de saber si hay intención de modificar el instituto. Hemos recibido 
diversas opiniones —algunas a favor y otras en contra— de parte de los académicos, pero mientras no 
tengamos una posición más o menos definida en el sentido de si se va a avanzar o no en el tema, no 
tenemos otras expectativas. 


Por otro lado, el cuarto punto del Orden del Día está asociado al primero y, según habíamos 
comentado, las respuestas que han llegado son bastante alentadoras. 


Incluso, por si la sesión del Senado se alarga, podríamos invitar a los miembros de la 
Suprema Corte de Justicia para las 15 y 30 horas, a efectos de no hacerlos esperar. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


En función de lo conversado, la Comisión se reunirá el próximo martes en horario a 
determinar. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 2 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


